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    Los reyes de la España contemporánea han poseído cuantiosos bienes, sus cosas. Por un lado, extensas y lucrativas propiedades que han reunido por linaje, y considerables riquezas, propias unas y otras reconocidas por el Estado; por otro, sus liberalidades y extravagancias, esas licencias que los soberanos se daban –se dan– para aliviar el oneroso esfuerzo de regir los destinos de la Nación. Pero ¿qué pertenece al rey? ¿Y al linaje? ¿Qué pertenece a la Casa Real? Y, sobre todo, ¿qué pertenece a la Nación?


    Este libro pretende ser el relato histórico de las singulares y tortuosas relaciones que, a lo largo del siglo XIX, se establecieron entre la monarquía y los principios liberales que fueron conformando la Nación española. Mientras aquella se empeñó en el carácter privado de muchos bienes y derechos del viejo Real Patrimonio, la Nación y sus representantes, en nombre del nuevo principio de soberanía, los reivindicaban como propios. Lo que estaba en juego, lejos de ser un asunto meramente privado, era la propia imagen de la monarquía y su papel en el nuevo entramado constitucional que se había abierto paso con la revolución liberal. Las cosas del rey no se concibe, pues, como una historia del Real Patrimonio al uso, sino como la historia de una larga desavenencia política, de efectos y resonancias muy actuales.


    Encarna García Monerris y Carmen García Monerris son, respectivamente, profesora titular y catedrática de Historia Contemporánea de la Universidad de Valencia. Investigan principalmente sobre el periodo de la Ilustración, del primer liberalismo y de la contrarrevolución. Han escrito distintas obras, solas y conjuntamente, como Rey y Señor (1985), La monarquía absoluta y el municipio borbónico (1991), La Corona contra la Historia (2005) o La Nación secuestrada (2008). Son coeditoras del volumen Guerra, Revolución, Constitución, 1808-2008 (2012).
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    PRÓLOGO


    ECHAR MIS CUARTOS A ESPALDAS


    Justo Serna


    Las cosas del rey. Historia política de una desavenencia. Se me permitirá empezar por el título de la obra que ahora presento. Resulta un logro indiscutible. Describe y a la vez incita. Enuncia y a la vez inquieta. Para que un libro empiece bien en el mercado editorial aquello que primero ha de conseguir es ser reclamo, una apelación a los lectores. Imaginemos la escena. Un cliente ingresa en una librería («nadie acabará con ellas», podríamos decir parafraseando a Umberto Eco) y sobre el expositor de novedades encuentra este volumen. Inmediatamente, dicho lector se preguntará: ¿qué nos querrán decir las autoras con Las cosas del rey?


    Las cosas del rey tiene, de entrada, resonancias teatrales, incluso a sainete de segunda. Como si de una pieza antimonárquica se tratara, la obra parece remitir a las farsas de otro tiempo, algo burlesco. Pero el volumen está publicado en una editorial de investigación, de ensayo. Hemos de inferir, pues, que se trata de un documentado estudio. Lo que no sabemos es si las autoras se refieren al monarca actual o, por el contrario, aluden a un soberano del pasado.


    ¿Las cosas? Esa fórmula sin duda puede designar bienes materiales –esas cosas, sí– que precisamente un individuo recibe o atesora o consume. Pero pueden diagnosticar también un estado, incluso un estado anímico, un carácter. Alguien es de determinada manera y tiene eso, sus cosas, equivalente a sus modos de ser, a sus características o incluso a sus rarezas.


    Antes de precisar y siguiendo con el título hemos de decir que los reyes de la España contemporánea han tenido muchas cosas, sus cosas. Por un lado, grandes bienes materiales que han reunido por linaje, unas riquezas propias y otras reconocidas por el Estado; por otro, sus liberalidades y extravagancias, esas licencias que los soberanos se daban o se dan para aliviar el oneroso esfuerzo de regir los destinos de la Nación.


    La nave del Estado: esta fórmula gastada y mil veces empleada dice mucho del pesado lastre con el que han debido cargar los mandases de la patria. España sería como un barco, una embarcación que emprende una singladura. La metáfora entraña tiempo más que desplazamiento físico, aunque también el Imperio español ha supuesto una trayectoria propiamente geográfica. Una Corona con numerosos territorios, con innumerables instituciones, con una ingente cantidad de servidores, con recursos siempre limitados: esta descripción superficial e incluso banal ha formado parte del discurso político español.


    Desde antiguo, esta fórmula previsible se repite para dar idea de la dificultad de aunar lo distinto, de ahormar lo diferente, de salir adelante cuando se ha sido un Imperio en el que no se ponía el sol. El soberano del Antiguo Régimen era un monarca absoluto, pero a la vez está seriamente limitado por jurisdicciones exclusivas y privativas de estas o de aquellas instituciones, por costumbres y fueros de Reinos, por privilegios de súbditos nobles o titulados. Su patrimonio, ese Patrimonio Real, confunde en una amalgama difícil de deslindar lo particular con lo más general, sus intereses y los del Reino. En cambio, el rey contemporáneo, que directa o indirectamente añora los hábitos antiguos, el absolutismo de sus prácticas, la discrecionalidad de su poder, la prestancia indiscutible del linaje, la investidura divina de su Corona, verá recortados sus poderes, sus capacidades. La Nación y la Revolución le reclamarán ese Patrimonio y querrán bajar su figura del pedestal divino, pese a su oposición.


    Pero no hemos respondido aún a la pregunta que nos plantea el título. Las cosas del rey, ¿a qué monarca se refiere? La Monarquía tiene hoy una gran actualidad, no siempre beneficiosa. El envejecimiento de Don Juan Carlos, que se resistía a abandonar su puesto, nos tenía en un ay. Por un lado, cualquier día podía fallecer. Sin duda, las instituciones y las leyes prevén sin trabas la sucesión. Pero Don Juan Carlos parecía querer recuperar una parte del prestigio que se había ganado por los tiempos del 23-F. La legitimidad que entonces reforzó no era sólo la de un linaje, el Borbón; tampoco era la de una instauración franquista: la designación como sucesor del Caudillo. Era, por el contrario, la legitimación que un acto valeroso daba por oposición a un golpe de Estado, a un pronunciamiento militar en una historia española repleta de alzamientos y de golpes pretorianos. Por otro lado, la madurez del entonces príncipe, excelentemente preparado, se celebraba y se reconocía, sin apenas oposición, pero esa experiencia y estudios podían quedar estériles si su acceso a la Corona se demoraba, si Don Felipe no estaba legalmente capacitado ni reconocido para aplicarlos en edad razonablemente temprana. El príncipe podía agostarse y, por tanto, las cosas del rey (las de su padre o las de él) podían ser finalmente una carga, un lastre en efecto oneroso para el país y para la institución. Si además de ello, unimos los escándalos que afectaban y afectan a la Casa Real, entonces los riesgos que corría la Corona eran obvios.


    Tras pasar por una dictadura militar, el apellido Borbón se instaura o se reinstaura. Si los miembros directos de la Casa se ven envueltos en escándalos financieros o amorosos, entonces el aura se desvanece, el halo se pierde y, por tanto, la sagrada institución monárquica (como gustan de llamarla sus seguidores más fieles) puede quedar a los pies de los caballos, en el lodo, en el lodazal de una cacería o de una granjería mayor. Una parte de los problemas que aquejan a Don Juan Carlos y a Don Felipe no son nuevos. En el fondo son hábitos heredados, malas prácticas que creíamos desechadas (o picarescas que nos decepcionan).


    ¿Qué pertenece al rey? ¿Qué pertenece al linaje? ¿Qué pertenece a la Casa Real? ¿Qué pertenece a la Nación? Las autoras de este libro no hablan de Don Juan Carlos ni de sus problemas articulares: cómo dejar bien asentada la institución. No hablan de Don Felipe: cómo asumir modernamente una tradición que en parte es anacrónica. Las autoras de este libro no hablan de las algarabías que han afectado a la Monarquía actual. Felizmente contamos con un sistema parlamentario, con un sistema de partidos, con un sistema en el que el ejercicio del poder soberano está recortado, limitado y conferido a la Nación.


    Queda la Monarquía como una institución moderadora que atemperaría las fricciones propiamente políticas. Pero las fricciones políticas afectan a la Monarquía contemporánea desde sus inicios. Son los representantes de los partidos los que establecen y fijan qué papel le corresponde al rey y qué asignaciones ha de tener para desempeñar su alto empleo. En la Transición política posterior a 1975, los principales partidos configuraron y consensuaron una Monarquía parlamentaria, cosa que quedó reconocida en la Constitución de 1978. El rey era algo así como un emblema unificador y, por tanto, las graves decisiones políticas no le correspondían. Su firma sólo sellaba simbólicamente las elecciones que los representantes de la Nación habían adoptado.


    Sin duda, no era mala solución para la malhadada historia de la Monarquía en la España contemporánea. Dicha institución había registrado gravísimos problemas dinásticos desde el siglo XIX. Había padecido choques y enfrentamientos por parte de sus desafectos y hostiles. Se había enfrentado directamente a la Nación por la titularidad y disfrute del que consideraba su Patrimonio. Había participado directamente en soluciones militares, pretorianas, en dictaduras. Su reputación, incluso, había quedado manchada por negocios financieros de dudosa legalidad e integridad. Y, en fin, no era infrecuente que los monarcas y sus respectivas Cortes montaran auténticas casas moralmente depravadas para su disfrute personal: esto no es una metáfora; indica bien a las claras las alcahueterías que pudieron vivirse en Palacio en tiempos de Fernando VII, de María Cristina, de Isabel II, etcétera.


    El siglo XIX español es la constatación de un fracaso institucional: el de la Monarquía, un régimen que malamente pudo incorporar el sistema parlamentario por los hábitos absolutistas de los Borbones y por la mala política de los partidos, enfrentados para capitalizar y manipular al soberano o a la soberana en beneficio propio. Sinceramente, desde este punto de vista, el caso de la Corona española es calamitoso y políticamente nefasto: sólo las malas experiencias y una cultura moderna han atemperado hoy el circo del Ochocientos, aquella Corte de los Milagros.


    Se entenderá por qué, las autoras de este libro lo subtitulan muy bellamente: Historia política de una desavenencia. Durante décadas y décadas del siglo XIX, los políticos parlamentarios españoles quisieron definir el papel del monarca. Se instauraba el Estado-nación y, por tanto, sus instituciones debían quedar delimitadas y con sus atribuciones bien fijadas. Era La Nación, a través de sus representantes, la que dotaba a la familia y a la Casa Real a través de los presupuestos del Estado; era ella también la que debía «cederle» para su ornato y para resaltar su valor simbólico, parte de los palacios y Sitios Reales que antaño disfrutara. Sin desechar lo antiguo, la racionalidad moderna exigía, como mínimo, claridad, transparencia y delimitación entre las «cosas del rey» y las «cosas de la Nación». Eran aspectos que en el Antiguo Régimen no estaban nada claros.


    «¡Viva la limitación que nos da un país, un ambiente, una montaña en lo lejano, y que si nos cierra el camino de las aspiraciones teatrales, no nos impide pensar, ni querer, ni soñar…!», decía Pío Baroja en Nuevo tablado de Arlequín (1917). Justamente es eso. Durante décadas, los liberales españoles, moderados y progresistas, pero también los exaltados, los realistas, los carlistas trataron de delimitar. Trataron de establecer la limitación de la Corona. Eso podía cerrar felizmente el camino de las aspiraciones teatrales. Lamentablemente no fue así y la Corte de los Milagros fue un circo de aspiraciones.


    La limitación define el campo de actuación, permite atribuir racionalmente las competencias, favorece pensar en corto, bajo un marco. Pensar en abstracto no suele traer nada bueno. Pensar en términos de dinastía no favorece la sensatez. Pensar en abstracto permite soñar. Justamente, si los políticos españoles del Ochocientos se hubieran frenado, si hubieran frenado las ambiciones de Fernando VII, de María Cristina, de Isabel II y su familia, quizá el siglo XIX no hubiese sido la centuria de las guerras civiles. La Monarquía y sus gestores, la Corona y sus valedores, trastornaron el espacio político, pero lejos de actuar con sensatez, se dejaron llevar por sus ambiciones teatrales.


    Este libro es necesario, es disolvente y es edificante. Nos ayuda a entender por qué la historia contemporánea de España es un desastre de dinastías inoperantes y de reyes mal definidos. El rey necesita tener unos ingresos para poder desenvolverse con holgura y con dignidad. Al mismo tiempo que en España se definía esto, otras Monarquías –como la británica– establecían y fijaban las atribuciones de la reina Victoria y, de paso, establecían y fijaban lo que era el poder moderno. No necesitamos reyes investidos por Dios ni monarcas rodeados de cortesanos meapilas o negociantes. Aquello que precisamos es una institución operativa en la que no sea posible el error repetido, contumaz.


    Más que pedir perdón y arrepentirse, hay que aprender de los protestantes o de los anglicanos: es decir, apretar los dientes, trabajar duramente y sobre todo respetar a los ciudadanos. Eso que tienes, idolatrado rey, no es tuyo. Es de la Nación. No hagas negocios dudosos, no te hagas con cuartos que no te pertenecen, no emprendas aventuras censurables. Compórtate como lo que eres. ¿El capitán general de los ejércitos? No, eres un delegado de la Nación en armas. Échate tu cuarto a espaldas. No eres nada más.

  


  
    INTRODUCCIÓN


    A mediados del siglo XIX, el jurista Joaquín Escriche daba en su Diccionario la siguiente definición de bienes patrimoniales: «Se toman alguna vez por toda especie de bienes cualquiera que sea el título con que se hayan adquirido; más en un sentido menos extenso, se toma por los bienes o hacienda de una familia; y aún a veces no significa esta palabra sino los bienes que recaen en una persona por sucesión de sus padres o abuelos»[1].


    Al adoptar como referencia esta definición genérica, cuando hablamos de patrimonio de la Monarquía española no nos estamos refiriendo a otra cosa. Un patrimonio, en cualquier caso, como el mismo autor dice más adelante, que puede ir aumentando de generación en generación a través de compras, adquisiciones o donaciones, y ser transmitido a los primogénitos del linaje caso de que se haya establecido sobre ellos un vínculo. Pero el Real Patrimonio, más allá de esta primaria acepción, arrastra un sentido histórico, ligado, además, no a una persona cualquiera, no a una casa o linaje cualquiera, sino a la Casa Real y, por tanto, al titular de la Corona.


    Porque a fin de cuentas, hablamos de la primera Casa del Reino y de su principal institución, la Corona. Históricamente esta se había ido configurando con un Patrimonio y con una hacienda real que, si inicialmente eran sinónimos, con el tiempo la segunda fue articulándose sobre presupuestos más impersonales y generalistas que los estrictamente patrimonialistas. Patrimonio Real y Hacienda Real, con sus peculiares trayectorias fueron dos realidades que permanecieron desde la época medieval y a lo largo de la Edad Moderna. Aunque el monarca necesitaba cada vez menos de los bienes y rentas de su Patrimonio para la financiación de las necesidades de su Casa y de las del Reino, eso no impidió que, en algunos momentos, hubiera serios intentos de acrecentarlo, reformarlo, e incluso convertirlo en un ramo más de la Hacienda Real. Conforme avanzaba el tiempo, resultaba más evidente la confusión entre Rey y Reino, entre Patrimonio Real y Hacienda Real, entre las cosas de la Casa y las del Reino. Era el tránsito de una concepción patrimonial y particularista de la Monarquía a otra más universalista, más absolutista y, por tanto, mistificadora del bien común.


    Sólo con la revolución liberal y el dogma de la soberanía nacional, se estuvo en condiciones de distinguir claramente entre lo político y lo particular, entre lo público y lo privado. Desde estos nuevos supuestos, la Hacienda era la Hacienda de la Nación y, en consecuencia, el Patrimonio Real debía revertir a aquella. Para realizar sus funciones y atender a la dignidad de su cargo, ni el monarca ni la familia real necesitaban ya de los bienes y las rentas del Patrimonio, sino de aquella dotación que las Cortes le asignaran, es decir, la lista civil. La Monarquía dejaba de ser natural y divina para ser una institución constituida políticamente por la voluntad soberana de la Nación, y así reconocida en la norma constitucional. Por tanto, ni la Nación era patrimonio de ninguna persona ni familia, ni el monarca podía disponer de otro que aquel que los representantes de la soberanía nacional tuvieran a bien asignarle.


    Como dijera un diputado en el calor de la discusión, muchos años después, «o lista civil o patrimonio, pero no las dos cosas». Esa hubiera podido ser, en efecto, una solución temprana y efectiva a lo que en realidad acabó siendo un grave problema para la Monarquía, para su imagen y su legitimidad, y un quebradero de cabeza para el propio Estado liberal a lo largo de casi todo el siglo XIX. En diversos momentos y en legislaturas diferentes, los liberales abordaron la cuestión del mantenimiento del Patrimonio Real desde el anacronismo que este suponía, pero, sobre todo, desde la necesidad de adoptar una solución acorde con la legalidad constitucional. La Corona no lo puso fácil. Los muros de Palacio casi nunca fueron transparentes, aunque también es verdad que las prácticas políticas y los dogmas de los distintos grupos liberales tampoco ayudaron mucho.


    Este libro no es una historia del Real Patrimonio en sentido estricto. Pretende ser un relato histórico de las especiales, conflictivas y tortuosas relaciones que a lo largo del Novecientos se establecieron entre aquella institución, la Monarquía, y los principios liberales que fueron conformando la Nación y el Estado en España. Queremos demostrar que, lejos de encontrarnos ante un problema residual o, como algunos lo han calificado, ante una «reminiscencia feudal», el debate se inscribe plenamente, en aquel otro, liberal y moderno, en torno al derecho de propiedad. Queremos también confirmar hasta qué punto este tema acabó teniendo una vertiente política sustantiva, en la que estaba en juego nada menos que la propia imagen de la Monarquía y su papel en el nuevo entramado constitucional. Y queremos, en fin, calibrar en qué medida culturas y prácticas políticas patrimonialistas y escasamente liberales de la Casa Real y de la camarilla cortesana pusieron reiterados e intencionados obstáculos a los principios de racionalidad, claridad y transparencia, que debían ser consustanciales al recinto de Palacio adornando a sus habitantes.


    ¿De qué hablamos cuando nos referimos al Patrimonio Real? Aunque nuestro relato se limita básicamente al siglo XIX, necesariamente hemos de hacer alguna puntualización referida a épocas pretéritas. La fundamental a tener en cuenta es que la configuración de la Monarquía hispánica, aparte de otros elementos, se articuló sobre la realidad diversa de dos reinos constitucionalmente distintos: el de la Corona de Castilla y el de la Corona de Aragón. En el primer caso, la mayor capacidad política y jurisdiccional del monarca supuso una temprana dilapidación del patrimonio regio a través de cesiones, donaciones o ventas. Tal como llegó a épocas posteriores, el Patrimonio Real de Castilla se limitaba a una gran cantidad de Sitios Reales, palacios, jardines, dehesas, bosques y fincas de recreo. Algunas de estas propiedades eran de origen antiquísimo, otras adquiridas en épocas más recientes por Carlos III.


    En los territorios de la Corona de Aragón, sin embargo, la permanencia de los Fueros mantuvo con más nitidez la separación entre las «cosas del rey», que se ceñían a su Real Patrimonio, y las «cosas del reino». Además, esos bienes constituyeron desde el principio un mayorazgo vinculado al titular de la Corona. Esto supuso, hasta cierto punto, un freno a su deterioro, aunque no pudo evitarlo en coyunturas críticas como la expulsión de los moriscos o la Guerra de Sucesión. En momentos como esos, gran cantidad de bienes y derechos patrimoniales, con la aquiescencia de los monarcas o sin ella, pasaron a manos de terceros, especialmente de la nobleza. Abolidos los Fueros a comienzos del siglo XVIII, el Patrimonio Real sufriría una considerable merma, pero no lo suficiente como para dejar de constituir una institución de perfiles muy nítidos y diferenciados respecto al de Castilla.


    Alguien que lo conocía muy bien, como José Canga Argüelles, en su Diccionario de Hacienda definía el término «Patrimonio Real» refiriéndose exclusivamente al de la Corona de Aragón: «Con este nombre se conocía en Aragón, cuando se gobernaba por sus fueros, los derechos y contribuciones feudales aplicadas para sostener los gastos de la real casa y de los tribunales; pues para los extraordinarios de guerra acudían las cortes con servicios que se repartían a todas las clases del estado en razón de sus haberes»[2]. Se trataba de un complejo conjunto de derechos y regalías sobre tierras cultas e incultas, aguas, artefactos diversos, bienes y servicios urbanos, solares, etc. Una parte importante de esos derechos y de las rentas que generaban se obtenían de algunos «estados» muy potentes como el del Real Lago de la Albufera de Valencia o el del Pantano de Alicante. Era, con todos los matices y diferencias que podían establecerse entre los diversos territorios de la Corona, lo más parecido o próximo a un inmenso «dominio señorial» de cuya lógica en gran manera participó. De ahí también el que algunas veces, cuando de plantear la reforma o la abolición se trataba, se optara por dar a esta parte del Real Patrimonio un tratamiento diferencial.


    Hace muchos años, a finales del siglo XIX, un liberal conservador, Fernando Cos-Gayón, escribió una Historia jurídica del Patrimonio Real[3]. Lo hizo desde su compromiso político con la Monarquía, más concretamente con Isabel II, y desde un sentimiento personal de lealtad y servicio a la institución. Nosotras hemos redactado esta nueva historia evidentemente desde una nueva situación política y con toda seguridad desde otros compromisos y lealtades, por ejemplo, el de una fidelidad a la institución monárquica sustentada exclusivamente en su utilidad, transparencia y respeto constitucional y democrático. Cuando Cos-Gayón escribía aquellas páginas, la Monarquía no atravesaba por su mejor momento: no hacía demasiados años que Isabel II había sido destronada. Cuando nosotras redactábamos este libro, tampoco la Monarquía actual estaba pasando por su mejor momento. Casualidad o no, acabando las últimas páginas, la Casa Real, con Don Juan Carlos todavía al frente, hacía público su interés por ser incluida en la ley de trasparencia que estaba preparando el Gobierno. De nuevo, como si de viejos fantasmas se tratara, la falta de claridad y las dudas sobre las cuentas de la Casa Real y el patrimonio de alguno de sus miembros salía a la luz y se convertía en un asunto público y político de gran trascendencia. ¿Qué se había hecho mal? ¿Qué quedaba pendiente de resolver?


    En este como en tantos otros asuntos, la historia no tiene que convertirse en una suerte de «madre justiciera» o siempre moralizante, pero sí que es verdad que debe servirnos para comprender el presente e intentar resolver de la mejor manera los problemas que nos atenazan. En este caso concreto, da la impresión de que, aunque en contextos distintos, algunos muy parecidos siguen vigentes. La Historia aquí, tal vez, tenga cosas que decir. Más allá de aspectos concretos, si algo nos enseña el problema analizado es que, cuando este existe, alargarlo en el tiempo o no afrontarlo de manera correcta, implica agravarlo. Y la gravedad en este caso afecta a una institución tan sensible e importante como la Jefatura del Estado.


    Valencia, mayo de 2014.


    
      
        [1] Joaquín Escriche, Diccionario razonado de legislación y jurisprudencia, Paris Librería de Rosa, Bouret y Cia. 1851, voz «Patrimonio».

      


      
        [2] José Canga Argüelles, Diccionario de Hacienda con aplicación a España, Madrid, Imprenta de Don Marcelino Calero y Portocarrero, 1834, T. II, voz «Patrimonio Real».

      


      
        [3] Fernando Cos-Gayón, Historia jurídica del Patrimonio Real, Madrid, imprenta de Enrique de la Riva, 1881.

      

    

  


  
    I


    EL SUAVE DOMINIO DE LA CORONA


    En un día tan significativo como un 19 de marzo, pero de 1814, en la comisión de Hacienda de las Cortes ordinarias pudo oírse, una vez más, la afirmación de que «en España no se conoce patrimonio privado del rey; y esta declaración sería opuesta al sistema constitucional». Días más tarde, sin embargo, un conocido diputado, Francisco Martínez de la Rosa, parecía dar a entender que el asunto era bastante más sutil y proponía la distinción entre fincas que el Congreso debía reservar para recreo del monarca y aquellas otras «que se hallasen pertenecer al dominio privado del Sr. D. Fernando VII…, las cuales quedarían reservadas como de su primitiva propiedad»[1].


    Estas dos afirmaciones, contrapuestas en sus términos y en sus intenciones, resumían un sinuoso debate sobre el destino final de los bienes y derechos constitutivos del antiguo Patrimonio Real, un asunto que, más allá de sus implicaciones sociales y económicas, tenía una profunda carga «constitucional» estando como estaba implicada la institución de la Corona y la figura del monarca. A tan sólo un mes escaso del retorno de Fernando VII, las Cortes promulgaron un Decreto que, no sin cierta confusión, pretendía dar por zanjado tan espinoso tema.


    Sería erróneo, sin embargo, hacer un balance del primer periodo revolucionario, por lo que a este tema se refiere, a partir exclusivamente de dicho Decreto. Este aparece, en realidad, como un punto y aparte, aunque no muy airoso, de una larga serie de suposiciones, intenciones inconcretas, maniobras y tratamientos indirectos que, mal que bien, fueron fijando la postura de los primeros liberales españoles respecto al conjunto de bienes patrimoniales del monarca.


    El tema no era todo lo fácil que podría presumirse. En él concurrían desde aspectos teóricos y programáticos del proyecto político liberal (la nueva titularidad de la soberanía, la unicidad jurisdiccional, el carácter constituido de la Monarquía…), hasta los más pragmáticos, pero igualmente revolucionarios de la necesidad de constituir un fondo de bienes nacionales para el pago de la deuda. Había también toda una serie de matices y concomitancias entre el problema más general de la abolición de señoríos y el más particular de los bienes del Real Patrimonio sometidos al dominio directo del rey. Aunque en última instancia existía una evidente relación entre todos estos aspectos, la realidad fue que acabó imponiéndose la «solución señorial» en lo que fue una indudable lectura conservadora del problema.


    En el año 1804, la comisión gubernativa de Consolidación de Vales Reales apuntaba lo siguiente: «En su virtud principiaron los pueblos a recobrar la libertad que anteriormente habían perdido por la sujeción a señores particulares: demandaron los derechos de la soberanía para unirse con ella más íntimamente: vencieron algunos en sus pretensiones; pero la mayor parte fue vencida por las cavilaciones y tretas de los poseedores, y otra no pequeña quedó gimiendo el pesado yugo que la oprime, por no poder reunir el precio de su rescate, o impedírselo los dueños con intrigas que son harto notorias». Estas palabras, con cierta carga antiseñorial, formaban parte de un escrito-borrador sobre incorporaciones y tanteos de alhajas enajenadas de la Corona[2]. El horizonte incorporacionista ilustrado seguía gravitando y condicionando en cierta manera el espinoso tema de la deuda y de la amortización de vales. Era un momento crítico, pero también un momento en que las mismas urgencias y la propia evolución de los acontecimientos estaban precipitando una determinada opción constitutiva de la Monarquía.


    El triunfo de la dinastía borbónica tras la Guerra de Sucesión supuso el inicio de una nueva época para la ya vieja Monarquía hispánica y la posibilidad de ser dotada de una «nueva planta», que se definiría como tal precisamente por oposición al ordenamiento anterior. Una «nueva planta» cuya pretensión era el establecimiento de un espacio uniforme y único de actuación del monarca y de sus agentes, no conseguido tras un replanteamiento homogeneizador de todos los ordenamientos jurídico-políticos preexistentes, sino sobre la extensión a todos los territorios del vigente en la Corona de Castilla. Desde un primer momento, quedó bastante claro que la actuación «patrimonialista» era una de las posibilidades de asentamiento y consolidación de los intereses de la nueva dinastía, del nuevo monarca y de su «Casa». De la misma manera, muy pronto hubo de constatarse que las tradiciones e historias de los distintos reinos y sus diversos entramados corporativos e institucionales marcarían los límites de aquella posibilidad patrimonial y, sobre todo, le irían señalando los caminos y límites por los que poder desarrollarse. Este despliegue patrimonialista y sus resistencias, así como la tensión político-constitucional entre una vía judicialista, de raíz antigua, y la más novedosa de lo gubernativo o administrativo, fueron componentes sustanciales del juego político a lo largo del siglo XVIII[3].


    Con ritmos y resultados diversos, y bajo percepciones constitucionales distintas, la recuperación y consolidación del patrimonio regio tuvo cabida a través de un procedimiento y otro, tanto por la vía contencioso-judicial especialmente cuidada por el Consejo de Castilla, como por la ejecutivo-administrativa defendida sobre todo por el de Hacienda. El programa incorporacionista admitía su tratamiento por ambos procedimientos, desplegándose tanto en la Corona de Castilla como en la de Aragón, si bien con resultados distintos: en los territorios castellanos, la vertiente jurídico-soberanista de la Monarquía tenía más tradición, mientras que en los territorios forales de la Corona aragonesa la representación política del reino había podido constituirse con más nitidez frente al rey. Sería el distinto entramado jurisdiccional el que introduciría importantes matices en el marco de una misma dirección.


    La voluntad patrimonial que marca los inicios del reinado de Felipe V no estuvo exenta de ambigüedad. Las urgencias financieras de la guerra determinaron el Decreto de 21 de noviembre de 1706 en el que el monarca expresaba su deseo de valerse «por ahora de las alcabalas, tercias reales, cientos, millones, servicio real, portazgos, puertos y peazgos, fiel medidor, hornos, servicio y montazgo y todos los demás derechos y oficios que por cualquier título, motivo o razón se hayan enajenado o segregado de la Corona, así por mí como por los reyes mis predecesores…» Se creaba al efecto una Junta de Incorporación, encargada no sólo del valimiento de las rentas, sino también de examinar los títulos por los cuales se había producido la separación de la Corona. Actuando gubernativamente, esta Junta creada ad hoc, se encargaría de administrar las rentas y recaudar sus rendimientos, manteniendo de hecho una suerte de embargo mientras no fueran ratificados o legitimados los títulos de pertenencia. El organismo despareció por otro Decreto de 8 de enero de 1717, volviendo todos los asuntos relativos a incorporaciones a los Consejos, especialmente al de Castilla[4]. Era una pronta manifestación de la pugna entre las dos posibilidades de gobierno de la Monarquía ya apuntadas.


    En los reinos de la Corona de Aragón, y de una manera muy particular en el de Valencia, las primeras décadas del siglo XVIII estuvieron marcadas por un doble proceso sólo en apariencia contradictorio. A través de una «Nueva Planta de Intendentes» de 4 de julio de 1718, se subsumía toda la administración del privativo Real Patrimonio en la más general de la Real Hacienda, al tiempo que el intendente y otros cargos de la administración subrogaban en sus funciones aquellas desempeñadas por los cargos forales específicos del Real Patrimonio[5]. Era una reorganización de largo alcance.


    Inicialmente, tal como lo denunciara el jurista valenciano Vicente Branchat, la misma iba a suponer un cierto desorden y confusión legislativa, sin que ello implicara la intención por parte del monarca de desatender su Patrimonio. La novedad era que ahora se administraba desde perspectivas distintas, desde aquellas que le facilitaba su condición de señor absoluto de unos reinos que habían sido desaforados tras una guerra.


    De hecho, años antes, ya en 1705, había mostrado su preocupación por la situación de deterioro administrativo y económico a que habían conducido los bienes y rentas patrimoniales el antiguo baile general y su red de bailes locales[6]. El señor y amo de la nueva Casa gobernante, Felipe V, tomaba posesión de una masa de bienes y derechos que, si hasta el momento se habían mantenido con una administración peculiar frente a la fiscalidad del reino, ahora, al tiempo que desaparecía esta, integraba aquellos en la estructura más amplia de su Real Hacienda. En cierta manera, el «patrimonio foral» era «estatalizado». Se actuaba aquí por otra parte, sobre una realidad radicalmente distinta a la castellana, donde el conjunto de rentas que se pretendía incorporar, bien que temporalmente y salvo que los títulos de posesión demostraran su «ilegitimidad», era más de carácter tributario y no patrimonial.


    Bajo el mismo término de Patrimonio Real, la distinta evolución político-institucional había acabado por configurar realidades diferentes que, además, permitían márgenes de maniobra diversos. De hecho, la desarticulación del entramado jurídico-foral de la antigua Corona de Aragón iba a posibilitar al nuevo titular de aquel Patrimonio un proceso de reorganización y nuevas directrices para su cuidado en una dirección más «centralizadora», al tiempo que posibilitaba la utilización del mismo en un sentido, ahora sí, absoluto. Así, donó o vendió una parte considerable de sus bienes y derechos a lo más granado de la nobleza proborbónica[7]. Se trataba, sin lugar a dudas, de una de las operaciones de disgregación más importantes del Real Patrimonio valenciano, hecha además en un contexto que la dotaba de especial significación. Ya no era sólo el derecho de conquista aludido (fuente originaria de la titularidad y configuración, a fin de cuentas, del Patrimonio Real desde el rey Jaime I en Valencia), sino, sobre todo, la ruptura de los límites forales lo que había permitido al nuevo monarca recuperar el dominio directo sobre una masa de bienes y derechos de los que sus predecesores habían sido sólo usufructuarios. Siempre se había considerado que la naturaleza de los bienes patrimoniales era la de un mayorazgo atribuible a la Corona y que su titular sólo tenía derecho de usufructo sobre los mismos. Por tanto, también en el acto de donar y enajenar Felipe V demostraba su voluntad patrimonialista absoluta acorde con el mantenimiento del orden señorial.


    Resulta indiscutible que el carácter de mayorazgo de los bienes patrimoniales no había impedido, ni mucho menos, a lo largo de la agitada historia de los antiguos territorios de la Corona de Aragón, especialmente en el reino de Valencia, que los monarcas practicaran con él un discrecional juego político de alianzas en función de sus necesidades e intereses. Pero nadie duda ya a estas alturas que sobre ese mismo carácter pudo constituirse una potente oligarquía municipal que hizo a lo largo de la Edad Moderna de los municipios de realengo auténticas «repúblicas», capaces de ejercer una jurisdicción superior sobre «señoríos» menores dentro de su demarcación y de controlar de manera efectiva un potente entorno agrario. También en este sentido, el resultado de la Guerra de Sucesión supondría una reorganización en el seno de las oligarquías locales, así como un nuevo frente de luchas sobre los realengos, activado extraordinariamente como consecuencia de la desaparición del entramado foral[8].


    La actuación de la Monarquía a lo largo del siglo XVIII sobre el ámbito económico-político del poder local es, sin lugar a dudas, otra de las posibles vías de manifestación de las directrices patrimonialistas. El afianzamiento del espacio de la Corona se construye también, a lo largo de esta centuria, a través de una progresiva intervención sobre el espacio de los municipios. La creación en 1738 por parte de Felipe V de la Real Junta de Baldíos y Arbitrios supuso el comienzo de un proceso tendente a un mayor control por parte de la Monarquía de los arbitrios municipales; proceso que, tras el importante paréntesis que significó en este aspecto el reinado de Fernando VI, sería objeto de un nuevo y decidido impulso a partir de la creación en 1760 de la Contaduría General de Propios y Arbitrios. Pero, si como afirma Fernández Albaladejo, la intervención de la Monarquía sobre la fiscalidad municipal no suscitó excesiva oposición puesto que, al menos «desde un punto de vista doctrinal, nadie disputaba al monarca su condición de administrador de esas corporaciones»[9], no ocurrió lo mismo, ni mucho menos, con la pretensión de hacer valer sobre comunales y baldíos un supuesto ius eminens del monarca. Era el inicio, no sólo de un rearme doctrinario que cuestionaría las prácticas comunales de siglos sobre esos bienes, sino de una disputa por el control directo de un espacio sobre el que la Corona concurrió en competencia con otros agregados municipales y señoriales[10]. En muchos territorios, concretamente en el País Valenciano, esta vertiente expansiva del estado de la Corona estuvo mediatizada por la institución del Real Patrimonio.


    Con la llegada al trono de Carlos III, empezó a configurarse una situación caracterizada por la presión patrimonialista y en la que el Consejo de Hacienda iba a representar el principal papel. Fue también el momento en que gran parte de las contradicciones inherentes a esta vía de expansión del estado de la Corona empezaron a manifestarse de una manera más nítida. Dos instituciones y dos personalidades, concretamente dos fiscales de la Corona, simbolizaron la dialéctica entablada en torno a este proceso. Nos referimos al Consejo de Castilla y a su fiscal Pedro Rodríguez de Campomanes, y al Consejo de Hacienda y a su fiscal Francisco Carrasco[11]. A ellos se debe, en gran parte, el impulso incorporacionista de la segunda mitad del siglo, pero desde supuestos y procedimientos distintos.


    El primero se convirtió en el brillante defensor de la vía judicialista o de lo contencioso, donde los criterios más generalistas y presumiblemente más expeditivos para la incorporación debían dejar paso a los más lentos y supuestamente seguros de defensa de los intereses de los afectados. El segundo personificó con una brillantez inigualable, las posibilidades de la vía gubernativa o administrativa en la que, además, tendía a imponerse un criterio general por encima de las casuísticas del entramado agregativo e histórico feudal. A su iniciativa y a la de otro fiscal, Juan Antonio de Albalá, se debió el expediente consultivo elevado al rey el 4 de marzo de 1772, que pretendía la promulgación de una Ley General de Incorporación. La respuesta de los fiscales del Consejo de Castilla, entre ellos Campomanes, de 12 de noviembre de 1775, puso fin a las ilusiones generalistas que de tal proyecto pudieran derivarse: no era, sin más, el triunfo de lo contencioso frente a lo administrativo, sino una manifestación concreta de una dialéctica más general y de la imposibilidad, incluso en el contexto del absolutismo, de prescindir de una vía o de otra sin tensionar al máximo el propio entramado institucional del que formaba parte la Monarquía misma. Los primeros años del siglo XIX serían, precisamente, escenario de estas tensiones.


    Con todo, la apuesta durante el reinado de Carlos III por la vía administrativista fue clara. El Real Decreto de 10 de junio de 1760 venía a recordar al intendente que entre sus atribuciones estaban aquellas que antiguamente correspondían al baile general en asuntos del Patrimonio Real en la Corona de Aragón, tal como ya hubiera indicado en su momento Felipe V en 1718. Era, además, una advertencia a otras instancias, como la propia Audiencia valenciana, para que no se inmiscuyeran en este ámbito. Años más tarde, Vicente Branchat recordaría que aquella disposición era el síntoma más claro de una voluntad de recuperación de los bienes y derechos del Real Patrimonio después de años de confusión y de bastante ambigüedad respecto al mismo. Una voluntad, añadimos, que incorporaría al proceso elementos cada vez más nítidos de una ideología ilustrada basada en los criterios de la «buena administración», del «bien común» o de la «felicidad pública».


    Era el momento en que, de la mano del nuevo patrimonialismo, el espacio de la Corona se disponía a simbolizar cada vez más un imaginario de «lo común», administrado por la reforzada figura del rey como «padre» que ejerce la tutela sobre un orden que, sin dejar de ser corporativo, muestra cada vez más elementos de uniformidad y homogeneidad. El patrimonialismo, desde su vertiente fiscal y política, era un instrumento más en ese proceso de «universalización» del absolutismo en cuyo seno se irá gestando un corrosivo programa antiseñorial que estallará con todas sus consecuencias en la coyuntura de los años inmediatamente anteriores a 1808. Frente a la actuación patrimonialista de Felipe V, la de Carlos III y Carlos IV acentuó el proceso de reversión de bienes y derechos a la Corona, amenazó de una manera más clara la estructura feudo-señorial y perfiló de una forma más nítida un Patrimonio regio como parte integrante de la Hacienda Real. Pero el propio sentido patrimonial y la propia naturaleza del entramado socio-institucional sobre el que pudo operarse se encargarían de establecer los límites mostrando sus contradicciones.


    En este contexto, el Decreto de 3 de abril de 1761 que reincorporaba la Albufera de Valencia al Real Patrimonio, constituyó uno de los éxitos más evidentes del proceso incorporacionista de la segunda mitad del siglo XVIII. Se convirtió, además, en todo un símbolo de las posibilidades del patrimonialismo, pero también de lo contradictorio de este proceso. El comienzo del Real Decreto contenía en su formulación elementos suficientes de un aspecto y de otro, de aquellos más «generales», pero también de los «particulares», amalgamados todos en un mismo espacio e impulsados desde una única voluntad. «El Rey, por causas que tiene bien examinadas de beneficio al público», decía el decreto, «ha resuelto incorporar a su Real Corona la Albufera de este Reino…, y manda que desde el día 15 del presente mes de abril corra de cuenta de su Real Hacienda; y que concluido el apeo general de sus límites…, tome posesión de ella»[12]. La alusión al «beneficio público» era en esta ocasión algo más que retórica. Desde hacía ya algunos años, la zona objeto de incorporación estaba siendo escenario de una intensa conflictividad social entre su nuevo titular, el conde de las Torres, y el resto de intereses señoriales, municipales y particulares. La necesidad de poner fin a tal situación, unido al valor económico de este peculiar espacio agrario y de otros derechos inherentes al señorío, justificaban que se operase sobre él haciendo prevalecer, al menos teóricamente, el «bien público» por encima de los particularismos y, sobre todo, por encima del interés de un señor particular. Dados esos precedentes, la Corona podía representar mejor que nadie ese espacio de «lo común» que, no obstante, sólo iba a ser efectivo después de una más que simbólica «toma de posesión» del señorío dentro del más nítido y puro estilo feudal.


    En otro orden de cosas, el hecho de que, aun tratándose de una donación regia, se hubiese indemnizado a su titular, el conde de las Torres, con un equivalente por el valor de las rentas del señorío, era un indicio fehaciente del interés de la Monarquía sobre la que sin lugar a dudas se iba a convertir en una de las «Joyas de la Corona». Símbolo ya durante la época foral de la institución del Real Patrimonio; objeto de donación como manifestación de la voluntad absoluta de un Felipe V, señor de un reino al que privaría de su específico ordenamiento político, volvía ahora otra vez al seno de aquella institución en uno de los éxitos más rotundos de un patrimonialismo ejecutado vía administrativa desde el seno del Consejo de Hacienda. Y, sin embargo, en ningún otro sitio como en este caso, el monarca iba a parecer también un «señor» más.


    Doctrinariamente, el proceso patrimonialista de la segunda mitad del siglo XVIII iba a tener una justificación de neto tinte neoforalista y que ahora se pretenderá no contradictorio con el nuevo ordenamiento del absolutismo. Ese sería el papel desempeñado en Valencia por el asesor patrimonial desde 1766, Vicente Branchat, artífice e impulsor, además, de los instrumentos normativos y jurídicos básicos para llevar adelante ese proceso. Cabe destacar, en este sentido, su «Instrucción para el método y reglas que debían seguirse en los cabreves de todas las Bailías del Reino», aprobada por Real Cédula de 10 de julio de 1781, o la redactada para el «establecimiento de hornos, molinos, tierras, casas y aguas», mandada observar por otra de 13 de abril de 1783[13]. Ambas son un claro ejemplo de la naturaleza de los bienes sobre los que se estaba actuando y puede darnos una idea del grado de intrusismo que implicaba esta acción desde la perspectiva e intereses de terceros. Ello a pesar de que el neoforalismo de Branchat, al activar los instrumentos tradicionales típicos del ordenamiento foral, como los cabreves, apostaba nítidamente por una vía más judicialista que administrativa y, sobre todo, más lenta y respetuosa con posesiones o derecho de terceros. De hecho, cuando los intereses señoriales se viesen claramente amenazados a partir de 1804 por las medidas del contador José Canga Argüelles, se reclamaría con insistencia la vuelta a los métodos de cabrevación como mejor procedimiento de salvaguarda no sólo de los intereses del rey, sino también de los del reino.


    Por otra parte, la activación del derecho de establecimiento por parte del monarca, recordando su señoría directa, no podía dejar de suscitar el malestar y las protestas de no pocos ayuntamientos, quienes desde inmemorial venían disfrutando de tal potestad, por mucho que reconocieran su carácter de administradores subsidiarios de los bienes patrimoniales. Los enfrentamientos entre la Real Audiencia y el intendente de Valencia, a propósito de la necesidad de dirimir en quién recaía el derecho de establecimiento, fueron frecuentes a partir de la década de los ochenta. El conflicto, como vemos, afectaba a dos de las más importantes instancias de la Monarquía y lo hacía creando problemas de competencia entre ambas, una judicial y otra gubernativa. El problema de la recuperación del Real Patrimonio no era sólo una operación económica, sino también netamente política.


    No puede perderse de vista que esta operación se realizaba en una coyuntura económica alcista que sólo a partir de la década de los noventa mostraría claros indicios de inflexión. La crisis finisecular vendría caracterizada también, de una manera determinante, por la crisis fiscal de la Monarquía, haciendo que el criterio de rentabilidad económica marcase las prioridades de la acción patrimonial, aunque no sólo de esta. A partir de este momento, la gran mayoría de las reformas se harían en clave «hacendística». El Real Decreto de 2 de febrero de 1803, según nos recuerda Fernández Albaladejo, supuso no sólo el «vaciado» de las atribuciones del Consejo de Castilla a favor del de Hacienda, sino que colocaba a este último «sólo dependiente de mi Suprema Soberana autoridad…» Era, según interpretación de este mismo autor, «el comienzo del fin de la monarquía judicial»[14].


    En ese ambiente, y bajo las órdenes directas de Cayetano Soler, secretario de Hacienda desde 1798, desplegaría su gestión José Canga Argüelles, primero como oficial de la propia Secretaría y posteriormente, a partir de 1804, como contador principal del Ejército y Reyno de Valencia y Murcia, cargo que incluía el de administrador privativo de los bienes del Real Patrimonio, bajo las órdenes directas del intendente. El conocimiento casi inmediato que el nuevo contador tuvo de la compleja realidad de los bienes patrimoniales le llegó a través de la tradición neoforalista de Branchat, pero también de ese otro ámbito de expansión del estado de la Corona que, desde hacía un cierto tiempo, estaba ejemplificando el proceso de reorganización de los bienes de la Orden de Montesa. De hecho, Canga sucedía en el cargo al también reformista Martínez de Irujo, coetáneo de Vicente Branchat con el que había mantenido fuertes enfrentamientos por su oposición a la vía judicial-contenciosa, y defensor de las reformas emprendidas, entre otros, por José Villarroya como administrador de aquella Orden Militar[15]. El asturiano Canga rompería las limitaciones que implicaba aquella vía, especialmente la que representaba Branchat, y optaría decididamente por la más expeditiva de neta orientación fiscalista y administrativa.


    Nada más llegar a Valencia, el contador comprobó que el proceso de cabrevación de todas las Bailías del reino, además de lento y costoso, era inefectivo. Cabrevar (es decir, actualizar por parte del enfiteuta ante un juez privativo del Real Patrimonio el reconocimiento del dominio directo del monarca y de los derechos a él inherente) o conceder «suplementos de títulos», en aquellos casos en que hubiese existido un establecimiento ilegal, eran tareas inexcusables y, posiblemente, un adecuado punto de partida. El procedimiento dejaba fuera, no obstante, una revisión a fondo de los bienes usurpados y «obscurecidos». Por otra parte, seguir dejando en manos de la tradicional red de administradores o bailes locales la vigilancia y el cumplimiento de las normativas y acciones tendentes a la recuperación patrimonial era empecinarse en una vía que había ya fracasado y que tenía su lejano antecedente en las sospechas del propio Felipe V respecto a la inoperancia, cuando no corrupción, de este peculiar conjunto de servidores de la Monarquía.


    El punto de partida de la reforma de Canga Argüelles fue extender por encima del tradicional entramado burocrático del Real Patrimonio una nueva red de arrendadores de los derechos de las Bailías, previa autorización de Cayetano Soler para establecer el sistema de arriendo como método alternativo al de la administración directa de los bienes patrimoniales. Con ello, el contador llevaba a la práctica aquella idea que desde hacía ya algunos años venía constituyendo uno de los puntos centrales de su «economía política» y de su preocupación por la fiscalidad: la no incompatibilidad entre los incentivos personales (en este caso de los arrendadores) y los más generales de la Real Hacienda. Dirigiéndose a la Junta Patrimonial expresaba en términos exactos esta idea: «…parece que la Junta debe sancionar hoy, como principio elemental de la operación, el de ejercitar el interés de los que hayan de entrar en la empresa sin olvidar los del Erario, con el bien entendido que este siempre los tendrá aunque en los principios saquen ganancias considerables los arrendadores, porque con ellas se excitarán otros en las siguientes subastas, y de la lucha resultarán los crecimientos para la Real hacienda»[16]. Empezaba a ser ya la concepción liberal de una Hacienda que, más allá de su mayor o menor efectividad en la recaudación de tributos, se concebía como una instancia que debía descansar sobre la riqueza particular y su fomento. Una Hacienda no estrictamente recaudatoria, sino dirigida básicamente hacia el fomento de la riqueza. Desde una perspectiva no corporativista, el espacio «común» de la Monarquía tenía posibilidades de ser, en última instancia, una «resolución» de intereses privados.


    No obstante, aun dando por sentado una mejora coyuntural de las rentas patrimoniales, el resultado de la operación de Canga Argüelles no hubiera tenido más trascendencia de haberse mantenido en este nivel estrictamente doctrinario. De hecho, en el Real Patrimonio valenciano existían ya desde comienzos de siglo, e incluso antes, antecedentes de arriendo de ramos propios de aquel o de Bailías, como la de Alcoi. Lo realmente novedoso fue que, en las condiciones de arriendo que se redactaron al efecto, a los arrendadores se les prometían todos los derechos enfitéuticos atrasados de cuantas fincas descubriesen por propia iniciativa. Otros incentivos se acumulaban al anterior, caso de que quienes descubriesen fincas o derechos atrasados o usurpados fuesen los propios miembros de la Junta Patrimonial. Todo el entramado administrativo y jurídico-privativo de este organismo se ponía a disposición del proyecto: «El Sr. Intendente y la Junta Patrimonial», rezaba uno de los capítulos del pliego de arrendamientos, «prestarán sus auxilios con tal energía que mayor no sea dable a favor de los descubrimientos de fincas que hiciese el arrendador y de la cobranza y recaudación de los derechos comprendidos en el arriendo»[17].


    El resultado, ahora sí, fue bastante más que un mero cambio en la estrategia de administración de los bienes patrimoniales del monarca. La operación del contador general se convirtió en un auténtico «empapelamiento colectivo», con más de 3.000 expedientes de denuncias que extendieron un manto de sospechas sobre amplísimos sectores de la sociedad valenciana. Las «cosas del rey» empezaban a no respetar las del «reino», por mucho que ya no se pensara en él como un entramado de intereses corporativos, en un sentido político, sino como agregado de intereses individuales cuya propiedad debía ser respetada, en términos económicos.


    Pero la reforma de Canga Argüelles llegaba en un momento en que el problema del crédito y con él el de los vales reales centraba la atención de gran parte de los servidores de la Monarquía, especialmente de los de la Secretaría y Superintendencia de Hacienda. Las iniciativas en este terreno no dejaban de proliferar. En Valencia, el comisionado de la Real Caja de Consolidación de Vales, Francisco Peyrolón, encargaba a Vicente Ignacio Franco la averiguación de cuantos despoblados hubiera en el antiguo reino, así como de las distintas poblaciones y sus dueños[18]. Hacía ya algunos años, concretamente desde 1801, que el problema de los vales reales y el más general del crédito de la propia Monarquía estaban apuntando directamente a los bienes y rentas patrimoniales. Las Reales Cédulas de 17 de abril de 1801 y de 17 de enero de 1805, basadas en los antecedentes establecidos por Real Orden de 6 de noviembre de 1799, establecían el reglamento preciso para la redención de censos «y otras cargas enfitéuticas», con la posibilidad de utilizar al efecto los vales reales. Los censos enfitéuticos del Real Patrimonio eran expresamente contemplados en el capítulo 3.o de la Cédula de 1801, en unos términos que luego recogería la de 1805 y que, de hecho, suponían una práctica y concreta desamortización de los bienes patrimoniales. La invocación expresa de hacer «más apreciable la propiedad de las fincas, que con aquel título poseyeran mis vasallos» redundaba en esa intención de manera inequívoca[19].


    Tanto la reforma de Canga Argüelles, como las normativas a propósito de la redención de censos, coincidían en haber sido diseñadas desde las urgencias que los problemas hacendísticos imponían. Ahora bien, los efectos sobre los bienes del Real Patrimonio que se derivaban de estas medidas diferían: en el primer caso, al menos en un primer momento, se trataba, no sólo de conservar, sino de aumentar la masa de los mismos y de conseguir de ellos la máxima rentabilidad; en el segundo, por el contrario, si las redenciones se hubieran llevado a cabo, se podía haber estado en presencia de la práctica desaparición de dichos bienes y derechos. La incompatibilidad entre una y otra dirección era evidente. Se estaba operando, además, de forma mayoritaria, sobre el mismo espacio y sobre el mismo entramado que afectaba especialmente a los países de la antigua Corona de Aragón, muy especialmente al antiguo Reino de Valencia. Las voces en contra de la Junta Patrimonial y del propio Canga Argüelles, a propósito de la «inoportunidad» de la Cédula de 1805 por lo que a los censos enfitéuticos de origen patrimonial se refería, no se hicieron esperar. El propio Cayetano Soler, a través de Real Orden de 22 de mayo de 1807, se encargaría de aclarar que lo dispuesto en las Cédulas de 1801 y 1805 no afectaba a los censos enfitéuticos del Real Patrimonio, «con los que no ha debido hacerse novedad alguna sin embargo de lo mandado en los citados capítulos»[20].


    A estas alturas, cuando la citada reforma no había hecho más que alarmar a municipios, oligarquías y títulos de nobleza de toda clase y condición, la reacción «señorial», encabezada esta vez por el propio Manuel Godoy, a la sazón nuevo señor de la Albufera, conseguía paralizarla. En una carta dirigida a Cayetano Soler, se quejaba de la excitación que las condiciones de arriendo habían provocado entre los propios arrendadores, «que se han arrojado a denunciar sin la menor reserva». El Real Patrimonio, en opinión del valido, sólo podía arreglarse con «unas reglas prudentes que no se opongan a las soberanas resoluciones, estatutos y fueros de tantos interesados». A fin de cuentas, él y el propio monarca, al haber protagonizado el vergonzoso acto de un intercambio de bienes entre un cortijo en Aranjuez y la Albufera de Valencia, ejemplificaron con toda crudeza la otra cara, esta vez «despótica» y arbitraria de la deriva patrimonialista de la Monarquía, muy mal avenida con el lenguaje del «bien general» o «común». Se estaban marcando con total nitidez los límites de la siempre intentada y nunca conseguida reforma del Real Patrimonio[21].


    En este contexto, y para un ámbito más general, cobra especial significación la propuesta de la Comisión Gubernativa de Consolidación de Vales Reales tendente a un proceso amplio de incorporaciones y tanteos de alhajas enajenadas de la Corona por precio. No era, evidentemente, una ley general de incorporación (tampoco lo era, en el fondo, la propuesta en su momento por el fiscal Carrasco), pero volvía a plantear, en un ambiente de neto empuje administrativista, los riesgos, las amenazas y los límites con que tropezaba cualquier acción de reforma de la Real Hacienda en unos momentos de acuciante necesidad. Riesgos y amenazas para intereses de terceros; y límites, por supuesto, que venían impuestos por esos mismos intereses y la propia lógica del absolutismo.


    No interesan aquí las propuestas concretas de esta Comisión cuanto aquellos elementos que pudieran insistir en los aspectos de los que venimos hablando. Se era plenamente consciente de la lentitud e inoperancia de la vía judicial en temas de incorporación o reversión al Real Patrimonio; una vía que convertía los «pleitos y dudas» en «interminables». Sólo una decidida acción de índole gubernativa consumaría, por más expedita, una «obra tantas veces emprendida y nunca finalizada». Si, por una parte, se reclamaba una prescripción de carácter general que, entre otras cosas, obligase a la «presentación de los títulos primordiales de egresión por los interesados», por la otra se sabía que «una Real Orden» en este sentido, «comprendiendo a muchos vasallos, no dejaría contentos a todos». En el estrecho margen entre lo general y la casuística pretendía moverse la propuesta de la Comisión; una casuística que se presuponía superable por el procedimiento gubernativo, pero un procedimiento este último que tampoco podía sustentarse, en los límites de la lógica absolutista, sobre criterios de generalidad. La «grande y sublime obra de reintegrar a la Corona en todas sus regalías» era también una tarea tan necesaria como casi imposible, por mucho que lo que estuviera en juego fuera de enorme trascendencia. «La utilidad de la incorporación», se dirá, «es tan grande y trascendental a la prosperidad del Reino, como que podrá decirse que hasta que se verifique no puede decirse que el rey ejerce en él todos los sagrados derechos de la soberanía». Observemos que, con esos presupuestos y con una grave crisis como la que se manifestaría a partir de 1808, se produciría el tránsito desde el «universalismo absolutista» a otro de carácter liberal sin demasiada violentación por parte de sus protagonistas.


    A la altura de 1804, el problema se empezaba a ver no sólo en su vertiente jurídico-política, sino afectando netamente también a los aspectos materiales de la «constitución» del reino. Tal como concluía tajantemente la comisión:


    Jamás se administrará rectamente la justicia en el Reino entre tanto que haya jurisdicciones particulares; jamás habrá policía mientras que haya jueces y magistrados que no dependan inmediatamente del rey; jamás habrá industria ni comercio en Pueblos donde haya quien impunemente pueda causar vejaciones a los que se dicen vasallos de un señor; ni jamás habrá rentas reales mientras en tanto que haya manos independientes de la inmediata autoridad del soberano que pueden apocarlas o distraerlas de sus verdaderos canales, por no mencionar la imposibilidad absoluta de que haya hacienda donde por un sistema constantemente violento y opresivo se cierren los manantiales de la producción[22].


    Tampoco, como sabemos, la reforma en el Real Patrimonio estaba dando sus frutos. Había sacado a la luz y había activado de manera intensa un cúmulo de intereses contradictorios y contrapuestos sobre un mismo espacio, sobre una misma jurisdicción y sobre unos mismos bienes y derechos. Intereses contrapuestos y contradictorios que, a la postre, desvelarían la ambigua posición de una Monarquía que se debatía entre su condición de instancia «pública» y «arbitral», y sus resabios más «particularizantes», sin poder sobreponerse, además, a los más «justificables» de una nobleza que, históricamente, había encontrado en los bienes y regalías patrimoniales una fuente de su afianzamiento. En un proceso general de «patrimonialización», podía resolverse el de estos sectores desde una nueva perspectiva de «propiedad», pero resultando ello incompatible con la que se había emprendido desde un espacio político cuya intención de «universalidad» se oponía precisamente a esos intereses de terceros. El «suave dominio de la Corona» que proclamara en su momento Campomanes no implicaba necesariamente la eliminación de otros «dominios»: hacerlo ahora suponía subvertir el propio lugar de la Corona, hacer que esta empezara a ocupar otro bien distinto[23].


    Como años más tarde, ya en la década de los treinta del siglo XIX, se encargaría de recordar quien mejor recorrió los angostos caminos de la reforma patrimonial, Canga Argüelles, la batalla parecía perdida:


    Reintegro –dirá– muchas veces deseado por los monarcas, algunas intentado, y nunca llevado a cabo, porque incomodando a los que descansan sobre una larga posesión los alarma, y excita quejas. Las violencias serán inevitables si se siguen con rigor las decisiones legales del patrimonio, cuyos privilegios son grandes. Si se adopta el método ordinario de los juicios, serán inmensos los gastos que se originarán a los demandados. En una palabra, de cualquier modo que se maneje tan ardua empresa, no se podrán evitar gravísimos perjuicios y después de todo se logrará restablecer esta parte del sistema de hacienda poco conforme a las luces del siglo y que estaría en contradicción con los principios del general que tiene la nación[24].


    Cuando esta reflexión fue hecha, se había andado ya bastante camino respecto a los asuntos que nos ocupan. Habían tenido lugar dos coyunturas revolucionarias en las que el problema de los señoríos y de las jurisdicciones privativas había cobrado visos de solución; se había ensayado también un nuevo «sistema de hacienda» acorde con esos nuevos principios, aspecto este en el que ni siquiera el absolutismo fernandino había podido dar marcha atrás, como tampoco lo había hecho en algunos aspectos concretos de la estructura señorial; y, sin embargo, el Real Patrimonio seguía siendo una realidad muy presente. ¿Bajo qué condiciones una Monarquía que se estaba pretendiendo constitucional podía seguir manteniendo este arcaísmo? Desde luego, sólo a partir de los presupuestos de un nuevo horizonte de propiedad, los de la propiedad privada. Aquellos mismos que, paradójicamente, acabaron explicando determinadas soluciones sobre señoríos en 1837. Para que ello ocurriera, el Real Patrimonio y sus bienes debían dejar de ser objeto de desamortización y pasar a ser problema señorial.
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    II


    REAL PATRIMONIO Y PRIMER LIBERALISMO: LA OPORTUNIDAD PERDIDA


    Antes de la reunión de las Cortes en Cádiz y, por tanto, antes de que desde sus escaños se plantease el tema de la «incorporación de señoríos a la Corona», el cúmulo de experiencias diversas que había propiciado el reformismo patrimonialista de los Borbones era más que notable. A lo largo de muchos años, el proceso incorporacionista se había intentado, no sin tensión y con resultados diversos, a través de los procedimientos de lo contencioso-judicial y de lo administrativo-gubernativo. En dos ocasiones, como mínimo, se había acariciado la posibilidad de una Ley General de Incorporación. El expediente y su propio título eran demasiado grandilocuentes para su contenido real, pero lo suficientemente amenazadores como para que, desde determinados sectores, se insistiese en la irrenunciable obligación de la Monarquía de no apartarse de sus prácticas judicialistas tradicionales. Se había podido calibrar también hasta qué punto el dilema venía planteándose desde hacía años entre un proceso lento, respetuoso con la extraordinaria casuística del derecho feudal, y otro más contundente, pero incapaz de sustraerse a los propios límites del sistema. Se había podido contemplar la progresiva mistificación en la Corona de un espacio de «lo común» que pretendía desplegarse sobre los particularismos corporativos, aunque también hasta qué punto se corría el riesgo, en una Monarquía que había ido perdiendo todos sus referentes «constitucionales», de confundir «lo público» con «lo privado», «lo común» con «lo particular» o «dinástico». Dados estos antecedentes, es difícilmente concebible que la acción y los discursos de los diputados gaditanos se construyesen de espaldas a esta realidad, aunque sería igualmente inexacto presumir un continuismo sin más.


    Los elementos de una fractura real y estrepitosa se dieron a la altura de 1808 con la crisis de la Monarquía, el secuestro de la familia real y la invasión napoleónica. La posterior convocatoria y apertura de Cortes y, de manera muy significativa, su famoso Decreto I de 24 de septiembre de 1810, instituía al nuevo sujeto soberano, la Nación, que desplazaba de manera espectacular al monarca. A partir de ese momento y hasta que se iniciase la discusión sobre el proyecto de Constitución, a finales de agosto de 1811, las Cortes fueron concretando «un código constitucional básico» que pasaba por medidas como la mencionada declaración de soberanía en la Nación, «separación de poderes, establecimiento de la libertad de imprenta, igualación de derechos entre españoles de Europa y América y la abolición de los señoríos jurisdiccionales y derechos feudales»[1].


    El primer Decreto de abolición de señoríos de 6 de agosto de 1811 era, por una parte, resultado de esa fractura profunda que remitía a 1808 y, de una manera más inmediata, del cambio drástico de escenario que había supuesto la reunión de Cortes y la declaración de la soberanía en ellas como representantes de la Nación. El nuevo sujeto colectivo era incompatible con la existencia de jurisdicciones en manos de particulares. El tema, más allá de su vertiente económica, al plantear una relación directa con la soberanía, tenía una profunda carga constitucional y, por supuesto, suponía «materia de constitución»[2]. Con un golpe de mano magistral, el contenido del Decreto I había posibilitado borrar los ya de por sí desvaídos límites entre los «bienes de la Corona» y los «bienes de la Nación». Como afirmara Agustín Argüelles a propósito de una discusión sobre enajenación de fincas de la Corona, «aquí se ha sentado una proposición que debe ser extensiva a todos los bienes de la Corona, o por mejor decir, de la Nación». En esta expresión, el diputado por Asturias sintetizaba admirablemente, no sólo la ruptura que se estaba produciendo en la consideración de la soberanía y del sujeto titular de la misma, sino también y al mismo tiempo la relativa facilidad con que podía transitarse de una orilla a otra. El primer liberalismo, con las medidas que fue adoptando para gestionar el antiguo Patrimonio regio, se encargó de ir trazando los puentes.


    En medio de la caótica situación provocada por la invasión francesa, el proceso de constitución de Juntas locales y regionales, y la creación de la Junta Central, las primeras medidas oscilaron entre aquellas que pretendían un carácter más general y coordinado, y aquellas otras que eran tomadas a iniciativa de las autoridades regionales. Entre las primeras cabe citar el nombramiento el 6 de agosto de 1809, en la persona del Mayordomo de Semana («único que había entonces en Sevilla»), Juan Regio de Sandoval, como superintendente de todo lo perteneciente al Real Patrimonio. Entre las segundas, fue paradigmática la actuación de la Junta Suprema de Valencia, quien, a instancias de unos de sus componentes, el contador e intendente interino José Canga Argüelles, emitió en el mismo año un préstamo forzoso de 40 millones de reales para garantía del cual se hipotecaban, entre otros bienes, la Albufera de Valencia, el bien más preciado del Real Patrimonio en el antiguo reino.


    La capacidad de disposición de los bienes y rentas patrimoniales por parte de las nuevas autoridades no parecía encontrar mayores obstáculos que los que dimanaban de una situación extraordinariamente ambigua y de transición en la que seguían operando todavía viejas instituciones como la Junta Patrimonial, organismo colegiado que regía los asuntos del monarca en las tres grandes Bailías de Valencia, Cataluña y Mallorca. Una Real Orden de 24 de noviembre de 1809 disponía la enajenación de los hornos y molinos pertenecientes al ramo de monopolios del Patrimonio regio valenciano, así como la redención a dinero de los «censos enfitéuticos, pechas y censos» establecidos en virtud del dominio directo del monarca. Aunque el contexto político había cambiado, la disposición formaba parte de otras tomadas bajo el absolutismo tardío, como las ya aludidas Reales Cédulas de 1801 y 1805, y que dejaban la puerta abierta, mediante el mecanismo de redención de censos, a una liquidación de las rentas patrimoniales del monarca. Tampoco en este caso, por lo que hace a los censos enfitéuticos del Real Patrimonio, la disposición surtió efecto; también aquí, el organismo encargado de paralizarlo fue la Junta Patrimonial valenciana. A finales de 1810, seguía, según sus propias palabras, «perpleja» y sin capacidad de tomar ninguna decisión al respecto, a pesar de las presiones en sentido contrario de su presidente nato Canga Argüelles[3].


    Pronto, sin embargo, el asunto de fondo iba a ser retomado por el mismo personaje, pero en otro contexto y con otro cargo. El 7 de noviembre de 1810, Canga recibía la orden del Consejo de Regencia de presentarse en Cádiz para ocupar interinamente la Secretaría de Hacienda, lo que hizo a partir de su llegada a la Isla de León el 15 de enero de 1811. Desde sus planteamientos netamente liberales en temas hacendísticos y desde la escrupulosa consideración del crédito público como la «palabra de la Nación», su proyecto incluyó sin ambages el proceso de nacionalización de los bienes de la Corona, bien para su enajenación posterior, bien para constituir un fondo con el que «socorrer las necesidades del Estado». A propósito del art. 7.o de la Memoria de Hacienda que presentó a las Cortes, y en el que se establecía la «venta de fincas propias de S. M.», el diputado catalán Quintana fue contundente: «Soy y seré siempre de acuerdo con el dictamen del ministro y comisión de Hacienda en orden a que se venda todo lo que pueda darnos dinero…» Salvados determinados inconvenientes técnicos como el de la valoración y justiprecio de las fincas enajenadas, «no tengo dificultad», concluía, «en que se vendan todas las fincas de la Corona y hasta las hebillas del Gran Turco»[4].


    El Decreto de 22 de marzo de 1811 sobre «enajenación y venta de algunos edificios y fincas de la Corona», en el contexto de la discusión de un nuevo plan de Hacienda, sería el primer resultado concreto y general del liberalismo respecto a este problema. Las motivaciones quedaban explicitadas en el mismo texto legal: desgravar al erario de los gastos que ocasionaba el mantenimiento y administración de las fincas de la Corona que, además, «no se recompensan con sus productos»; trasladar estos bienes a manos particulares para fomentar la riqueza y la propiedad; y, finalmente, reunir «fondos para sostener la sangrienta lucha en que tan justamente se halla empeñada la Nación a fin de asegurar su libertad e independencia». Para ello se establecía la enajenación de los edificios y fincas de la Corona, excepto los palacios, cotos y Sitios Reales (art. 1.o). Los arts. 2.o y 3.o, por su parte, contemplaban su tasación y venta en pública subasta por parte de los intendentes de las provincias no ocupadas y a precio no inferior a las tres cuartas partes de su tasación. La forma de pago (arts. 5.o y 6.o) podía realizarse mediante vales reales o créditos procedentes de suministros y asientos para los ejércitos, pero cubriendo sólo, respectivamente, la tercera parte o las dos terceras partes del precio del remate. La cantidad restante debía pagarse en metálico. Los vales recaudados (art. 7.o) debían remitirse a la Tesorería Mayor para su amortización[5].


    En muy pocos días precedió este Decreto al inicio del debate sobre la «cuestión señorial» en las Cortes. El mismo tuvo comienzos titubeantes el 30 de marzo de 1811, para reorientarse en los términos más efectivos entre el 1 y 5 de junio. Simultáneamente, una representación firmada por una serie de Grandes de España, del 4 de ese mismo mes, completaba el espectro de perspectivas y de intereses que, de manera realmente intensa, se enfrentarían en los meses sucesivos a propósito de este asunto. Inevitablemente, en la discusión sobre la abolición de señoríos iba a interferir el tema de los bienes patrimoniales de la Corona, especialmente con las intervenciones de aquellos representantes de los territorios de la antigua Corona de Aragón, más específicamente, del Reino de Valencia. Los diputados Antonio Lloret y Martí y Joaquín Lorenzo Villanueva, o Antonio Aparici y Ortiz, plantearon la posibilidad de una «reversión universal» a partir precisamente de la existencia histórica en territorios valencianos de un complejo y tradicional Patrimonio Regio. Su misma naturaleza convertía en «ilegítimas» todas las enajenaciones habidas; a partir de ellas se habían constituido históricamente las posesiones nobiliarias. La operación no podía dejar de afectar, como era evidente, a estos y otros intereses de terceros, tradicionales «usurpadores» o, en su caso, «usufructuarios» de bienes procedentes del Real Patrimonio[6].


    En el fondo, y teniendo en cuenta el problema eminentemente jurisdiccional inherente al tema señorial, de lo que se trataba era de la traslación desde un «dominio de la Corona» a otro «dominio de la Nación»; desde una «universalidad» fracasada en sus pretensiones de un reformismo generalizador, a otra que se constituía como tal desde la proclamación de su capacidad constituyente y soberanía absoluta. Pero no era una simple operación lineal o directa, por mucho que los referentes que se esgrimían entre el problema histórico y las soluciones arbitradas así parecían indicarlo. En el contexto de la profunda «crisis constitucional» abierta desde 1808, resultaba ya evidente para muchos sectores que el pretendido «universalismo absolutista» de la Corona nunca podía acabar mistificando en su dominio el bien general o común. Como recordaría Antonio Mateu y Borja, encargado de la investigación y descubrimiento de fincas de la Corona en el Reino de Valencia, «la Corona no es otra cosa que la soberanía legítimamente ejercida por uno» y la pretensión de un «patrimonio universal» no ha podido ser interpretado sino como «una dominación tiránica»[7]. El sujeto colectivo de Nación permitía en estos momentos la ilusión del paso de una «universalidad» a otra sin aparentes traumas, aunque la realidad profunda de la nueva totalidad era que la misma sólo se sostenía desde el respeto a la pluralidad de los intereses individuales que la constituían. Paradójicamente, sólo desde esos intereses particulares y desde su perspectiva agregada, y no desde la del corporativismo anterior, podía construirse por primera vez una realidad total y «universal» que los contuviera y representara. Si era evidente que el problema señorial necesitaba resolverse desde una «generalidad» que sólo el Congreso único y soberano podía darle, también lo era que, si no se quería volver a caer en un «dominio tiránico», las soluciones a adoptar debían, en la medida de lo posible, respetar los derechos adquiridos y la propiedad.


    Desactivada la capacidad patrimonializadora de la Corona al evidenciarse las tensiones tiránicas y arbitrarias de su proyecto universal, sobre sus cenizas se podría reconstruir el espacio de la Nación e incluso su patrimonio, pero desde una perspectiva que, sin renunciar a su profunda carga «constitucional», implicara también la salvaguarda de cuantos intereses de propiedad concretos se hubieran ido articulando en torno a la tierra en el marco del señorío. Por eso, cuando alguien desde las Cortes se atrevió a solicitar un pronunciamiento inmediato de estas y «sin discusión alguna», el diputado conservador de origen catalán, Jaime Creus, puso el dedo en la llaga al dejar constancia de la importancia del asunto, de su auténtico trasfondo «constitucional» y de los efectos más que probables de un trastorno de gran parte de la legislación vigente. De ahí la necesidad de «discutirse mucho, y meditarse seriamente»[8].
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